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Decisión: Confirma

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO DE PETICIÓN / SOLICITUD DE RECALIFICACIÓN EN CONCURSO DE MÉRITOS / CARACTERÍSTICAS DE LA RESPUESTA / CLARA, CONCRETA Y DE FONDO / NO NECESARIAMENTE FAVORABLE.
De lo consignado por el actor en el libelo se desprende que su inconformidad, en principio, tiene que ver con las respuestas que con ocasión del ejercicio del derecho fundamental de petición le brindó el Ministerio de Educación Nacional al no acceder a su solicitud de “reevaluación y restablecimiento del derecho”, en lo que tiene que ver con el trámite adelantado para la designación de un docente en provisionalidad en una Institución Educativa de Pueblo Rico…
… la Sala considera que el análisis realizado por el Despacho de primer nivel, desde el punto de vista del derecho fundamental de petición estuvo atinado, y es que se debe reconocer que precisamente esa solicitud incoada por el accionante ante el Ministerio de Educación fue precisamente su modo de formular un reclamo por no hallarse conforme con la elección de otra persona en el cargo para el cual él aspiró; a partir de allí, había que entrar a determinar si la respuesta ofrecida por la accionada satisfacía los presupuestos para la eficacia del derecho en estudio, concluyendo el Despacho A Quo, al igual que esta Sala de decisión, que esa contestación fue de fondo, clara y concreta, por lo que no podía aseverarse que existió una vulneración a los derechos reclamados. (…)
Como bien lo sostuvo el Juez A Quo, bajo criterios de igualdad se valoraron todos los aspirantes a la vacante ofertada según la Tabla de ponderación B (Zonas Rurales), y no de difícil acceso, luego, no tendría sentido que una modificación frente al particular procediera solo respecto del accionante, y si es que hipotéticamente se presentó un error, el mismo no tenía la incidencia para favorecer al libelista, toda vez que de ser así, ese yerro se habría aplicado equitativamente a los tres preseleccionados para ese mismo puesto.
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ASUNTO:
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por parte del señor JAIME ANTONIO MENA MOSQUERA, accionante dentro del presente asunto, contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad el pasado 25 de mayo de 2021, mediante el cual negó la solicitud de amparo Constitucional deprecada por el recurrente en contra del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL. 
ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Narró el accionante que él se postuló satisfactoriamente para ocupar la vacante de docente de aula para el área de primaria en el Establecimiento Educativo “INST SAN PABLO” en la sede La María del municipio de Pueblo Rico, Risaralda, sin embargo, no fue calificado correctamente, lo que incidió para que se le ubicara en un segundo lugar de forma injustificada. 
Que en el momento en que el Ministerio le informó que había sido seleccionado entre los tres finalistas, pero estaba en el segundo puesto, se dio a la tarea de corroborar la información registrada en la hoja de vida del “sistema maestro” y constató que la entidad se equivocó, pues el puntaje no correspondía a la tabla C (De difícil acceso y Catatumbo) de la Resolución 016720 del 27 de diciembre de 2019; así las cosas, radicó derecho de petición a control interno del programa sistema maestro, recibiendo una respuesta “amañada”. 
Refirió que la encartada al dar respuesta a su petición no tuvo en cuenta que su intención era que se efectuara una reevaluación y restablecimiento del derecho, sino que respondió de forma parcial y subjetiva sin enmendar el error, dado que la tabla que utilizaron como instrumento de medición fue la tabla B, con unas alteraciones en sus componentes y no corresponde a la Resolución 016720 de 27-12-2019, además, violenta el “artículo 209” de la Constitución y la “ley 1437 de 2001” entre otras, es decir, que el procedimiento no es idóneo.
Finalmente, sostuvo que él cumple con el requisito del recuadro dos de la tabla C (Zona de difícil acceso y Catatumbo), toda vez que tiene especialización y maestría que son programas de alta calidad expedidos por la Universidad Tecnológica de Pereira.
PRETENSIONES:
Con base en los hechos narrados, solicitó el accionante lo siguiente: 
“… sea tutelado el derecho al trabajo bajo modalidad de nombramiento provisional por merito mediante el aplicativo sistema maestro de acuerdo a la resolución 016720 de 27 de diciembre de 2019. Además, teniendo en cuenta la constitución política de Colombia artículos 13 y 25, Código Sustantivo del Trabajo, ley 1437 de 18-01-2011 a la luz de todo lo expuesto señor juez le suplico se garantice el cumplimiento a la verdad, de acuerdo a la información suministrada en el sistema Maestro el cual tienen acceso las secretarias de educación y el ministerio de educación (“Derecho a la Verdad y el Mérito (…) “),

Igual mente le suplico señor juez que haga allegar toda la información de la persona que ocupo el primer puesto en el aplicativo para la misma vacante con el fin que esta sea evaluada contando la experiencia años de 365 Días bajo el principio de transparencia articulo 209 constitución política de Colombia. 

Del mismo modo se le pide señor Juez se le ordene al MEN – SISTEMA MAESTRO MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL o Secretaria de Educación de Risaralda me garanticen el derecho al cargo que, en término perentorio de 48 horas siguientes a la notificación del fallo de respuestas claras, precisa y de fondo sobre la petición elevada por el accionante y si es el caso emitir pronunciamiento de fondo sobre el recurso de apelación presentado en año previos.”
ANTECEDENTES PROCESALES: 
El Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira profirió auto admisorio el 11 de mayo de 2021, en él ordenó correr traslado del escrito de tutela y sus anexos al Ministerio de Educación Nacional y a la Secretaría de Educación de Risaralda. De igual manera, se ordenó la vinculación oficiosa de la persona que ocupó el primer lugar para proveer el cargo mencionado por el accionante.
Dentro del término de traslado, el representante judicial del Ministerio de Educación Nacional, Dr. Luis Gustavo Fierro Maya, indicó que el Sistema Maestro, herramienta diseñada para la provisión de vacantes definitivas mediante nombramiento provisional para cargos docentes se encuentra regulado por la Resolución 016720 de 2019; explicó que el sistema realiza la preselección de los aspirantes en forma automática según unos criterios de ponderación consagrados en la norma, y quien realiza posteriormente el proceso de selección es la Entidad Territorial certificada en educación, para lo cual, según la disposición vigente tendrá en cuenta la puntuación obtenida de mayor a menor, y en el caso de que exista empate, el sistema de forma automática asignará el orden de selección teniendo en cuenta la hora de postulación de los aspirantes. 
Refiriéndose al asunto del señor Mena Mosquera, manifestó que él se postuló libremente a la vacante No. 55584 en la Secretaría de Educación de Risaralda para la INST SAN PABLO en el área de Primaria, y una vez cerrada la etapa de postulación, hizo parte de los tres mejores preseleccionados para el cubrimiento de dicha vacante, aclarando que a esa vacante se le asignó la Tabla de ponderación B (Zonas Rurales) y no la Tabla C, como él lo sugiere, y de todos modos, la Entidad territorial dentro de su autonomía y de acuerdo con la facultad establecida en el artículo 7° de la Resolución 016720 de 2019, es quien determinará la clasificación de sus zonas.
Adicionalmente, hizo saber que el accionante obtuvo el puntaje máximo que se otorga en cada criterio, sin embargo, no fueron contemplados los ítems de acreditación de alta calidad y Quintiles Superiores porque, en primera medida, el programa registrado, con código SNIES “20955 - LICENCIATURA EN EDUCACION BASICA CON ENFASIS EN CIENCIAS NATURALES Y EDUCACION AMBIENTAL” de la UNIVERSIDAD DEL MAGDALENA – UNIMAGDALENA solo cuenta con registro calificado, pero no con el puntaje otorgado por el ítem “Acreditación de alta calidad” de acuerdo con la información suministrada por el Sistema Nacional de Información de la Educación Superior SNIES; y como segunda medida, de acuerdo con lo reportado por el ICFES, no cuenta en el Sistema Maestro el puntaje otorgado por el ítem “Quintiles superiores saber Pro”.

Por otra parte, refirió que el accionante dentro del derecho de petición presentado ante esa entidad en ningún momento alegó que existiera un error en la asignación de la tabla de ponderación asignada a la oferta, o sea, eso de que (a su modo de ver) el establecimiento educativo pertenece a una sede de difícil acceso; y en todo caso, aquello que se solicitó en la petición fue atendido de fondo. 
De otro lado, dijo que tampoco ha vulnerado el derecho al trabajo que reclama el accionante, dado que él participó de la oferta de la vacante, se postuló, aportó una información para la sumatoria de las características atendidas en la Resolución 016720 de 2019 y aceptó las condiciones señaladas en la resolución, sin embargo, de acuerdo con lo reportado por la entidad, no fue seleccionado pues ostentó el segundo lugar para ser vinculado dentro de los tres mejores aspirantes para el cargo, es decir que el aspirante contó con una mera expectativa para ser vinculado.
Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Despacho de conocimiento resolvió mediante sentencia del 25 de mayo de 2021, no conceder la solicitud de amparo, toda vez que en criterio del A Quo: 
“En cuanto a la posición del Ministerio, en tanto sostiene que ya contestó la solicitud presentada por el accionante el día 29 de marzo del presente año y que el derecho fundamental de petición no garantiza resolución favorable, contrastada con lo mencionado en la demanda, considera el Despacho que, en efecto, la repuesta es clara, coherente y razonable, en tanto frente a cada uno de sus interrogantes hubo respuesta: (…) 

(…) Ahora bien, recuérdese que la satisfacción del derecho constitucional fundamental de petición no depende de que la contestación sea favorable al petente, se exige que la administración fije su criterio en relación con el asunto planteado y se lo dé a conocer al administrado para que este defina cuál va a ser la conducta a seguir, bien, aceptando los argumentos contenidos en la respuesta o, por el contrario, en caso de no estar de acuerdo con los mismos, ejercitar las acciones legales. 

Sea como fuere, en la actualidad no existe vulneración del derecho constitucional de petición por cuanto se atendieron las inquietudes del accionante y es cierto que la aplicación de la Tabla B y no C corresponde a la forma en que fue ofertada la vacante por el ente territorial, esto es, la Secretaría de Educación Departamental de Risaralda, por tanto, la tabla B de ponderación fue aplicada para todos los participantes en pie de igualdad, ahora cuando el accionante pretende que se le aplique una tabla en particular, como es la C, esta pretensión vulnera la igualdad de los demás participantes y como es obvio no puede resolverse por medio de la acción de tutela, pues significaría suplantar a la autoridad administrativa, además de carecer de elementos de juicio importantes para llegar a esa conclusión, menos basados en la solitaria afirmación plasmada en la demanda. 

Igualmente, cuando hace referencia a los títulos de especialización y maestría obtenidos en la Universidad Tecnológica de Pereira que se pueden comprobar con una llamada telefónica, debe decirse, que esa no es la dinámica del proceso de selección, el participante debe ser especialmente cuidadoso en cargar la documentación idónea y correspondiente para cada ítem, de suerte que si confunde experiencia, con el ítem de formación adicional, o este con los de especialización y maestría puede generar resultados que no esperaba. 

Finalmente quedó claro que lo que motiva que haya quedado en segundo lugar, lo definió la hora en que se postuló, pues quien ocupó el primer lugar lo hizo al medio día, mientras que el accionante lo hizo más tarde.”
IMPUGNACIÓN:
Una vez enterado de la decisión de instancia, y encontrándose dentro del término de ley, el accionante presentó ante el Despacho de conocimiento un escrito mediante el cual la impugnó. 
En el memorial de sustentación de la alzada, expuso el recurrente que a su modo de ver la sentencia de primera instancia carece de congruencia, pues, según él, la entidad demandada está profiriendo respuestas amañadas y no reconoce que cometió un error al calificarlo con una tabla que no correspondía. 

Refirió que lo que él pretendía era que la demandada efectuara una reevaluación de su calificación, pero no lo hizo. 

Insistió en que el Ministerio debe apersonarse del proceso, pues allí es donde se selecciona a los tres finalistas. 

Alegó que lo que él busca es que se haga justicia y que los procesos sean transparentes, haciendo uso de la verdad. Que la entidad accionada hizo caso omiso en cuanto a la entrega de la documentación para inspeccionar los hechos y el juzgado primero no lo presionó. 
Además, indicó que la persona que ocupó el primer puesto fue nombrada con posterioridad a la interposición de la tutela. 

Manifestó que requiere acceder al trabajo para poder mejorar su calidad de vida y la de su familia. 

También dijo que el Ministerio de Educación debió reconocer que cometió un error procedimental en el proceso de selección y se nombró a una persona, y por esa vía, autorizar a la Secretaria de Educación de Risaralda para que apenas exista una vacante definitiva, se le tenga en cuenta de forma prioritaria a él para que la ocupe en nombramiento provisional.

Refirió que la respuesta ofrecida por la accionada no es satisfactoria porque no lo reevaluaron. 

Pidió que se ordene a la entidad accionada que le dé información con respecto a la persona que ocupó el primer puesto en la hoja de vida en el aplicativo sistema maestro; que reevalúe la puntuación de acuerdo a lo estipulado en la resolución 016720 de 2019; y que “tutele” las entidades demandadas por silencio administrativo y desacato al requerimiento de la información. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA:
1. Competencia: 

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política y 32 del Decreto 2591 de 1991.
2. Problema jurídico: 

En el presente asunto le corresponde a la Sala determinar si le asiste razón al recurrente al aseverar que la decisión de primer nivel no estuvo ajustada a derecho, y que debió haberse accedido a sus pretensiones en sede de tutela. 
3. Solución: 

La acción de amparo consagrada en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando estos sean violados o se presente amenaza de conculcación.

De lo consignado por el actor en el libelo se desprende que su inconformidad, en principio, tiene que ver con las respuestas que con ocasión del ejercicio del derecho fundamental de petición le brindó el Ministerio de Educación Nacional al no acceder a su solicitud de “reevaluación y restablecimiento del derecho”, en lo que tiene que ver con el trámite adelantado para la designación de un docente en provisionalidad en una Institución Educativa de Pueblo Rico, Risaralda; aunque debemos anotar que no fue precisamente dicha prerrogativa la que pidió que fuera amparada en su escrito, sino la del trabajo. 

Pero, a pesar de lo anterior, la Sala considera que el análisis realizado por el Despacho de primer nivel, desde el punto de vista del derecho fundamental de petición estuvo atinado, y es que se debe reconocer que precisamente esa solicitud incoada por el accionante ante el Ministerio de Educación fue precisamente su modo de formular un reclamo por no hallarse conforme con la elección de otra persona en el cargo para el cual él aspiró; a partir de allí, había que entrar a determinar si la respuesta ofrecida por la accionada satisfacía los presupuestos para la eficacia del derecho en estudio, concluyendo el Despacho A Quo, al igual que esta Sala de decisión, que esa contestación fue de fondo, clara y concreta, por lo que no podía aseverarse que existió una vulneración a los derechos reclamados. 
Ahora, como bien lo indicó reiteradamente el accionante en su escrito, la norma aplicable para el proceso de elección docente es la Resolución 016720 de 2019, misma que él conocía y cuyas condiciones aceptó al momento de postularse; y con base en ello, podemos indicar que: 
1. Según lo establecido en el artículo 11 y 12 de la aludida resolución, quien necesariamente tuvo que realizar el proceso de selección del docente fue la Secretaría de Educación de Risaralda y no el Ministerio de Educación Nacional, por lo tanto fue ante la primera que debió presentarse la reclamación respectiva por parte del accionante, lo que no tuvo ocurrencia en este asunto.
2. No es cierto que la Cartera Ministerial de Educación no hubiese zanjado todos los planteamientos formulados por el accionante dentro de su derecho de petición, ocurre que ese tema de la asignación de la tabla de ponderación asignada a la oferta, que es lo que ahora alega, en ningún momento fue planteado dentro del escrito de marras, o sea, esa inconformidad no fue manifestada en su momento oportuno por el interesado, por lo que no puede pretender que sea en este escenario que se debata el asunto sin mayor soporte probatorio, especialmente cuando la certificación en ese sentido aportada por el accionante a ese trámite tuitivo fue posterior a la elección del participante por parte de la Secretaría de Educación. 
3. Como bien lo sostuvo el Juez A Quo, bajo criterios de igualdad se valoraron todos los aspirantes a la vacante ofertada según la Tabla de ponderación B (Zonas Rurales), y no de difícil acceso, luego, no tendría sentido que una modificación frente al particular procediera solo respecto del accionante, y si es que hipotéticamente se presentó un error, el mismo no tenía la incidencia para favorecer al libelista, toda vez que de ser así, ese yerro se habría aplicado equitativamente a los tres preseleccionados para ese mismo puesto. Además, lo que definitivamente incidió para que se designara a otra persona en el cargo, fue la hora en que se realizó la inscripción, como bien lo consagra la pluricitada resolución al estipular que, en casos de empate en la puntuación, el sistema de forma automática asignará el orden de selección teniendo en cuenta la hora de postulación de los aspirantes, lo que precisamente ocurrió en este caso. 

Acorde con lo dicho hasta ahora, la decisión de primer nivel se habrá de confirmar.
Por lo expuesto, la Sala Penal del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido por el Juzgado Quinto Penal del Circuito de esta ciudad el pasado 25 de mayo de 2021, mediante el cual negó la solicitud de amparo Constitucional deprecada por el señor JAIME ANTONIO MENA MOSQUERA en contra del MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, de acuerdo a las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión. 
SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JULIÁN RIVERA LOAIZA
Magistrado
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